
Declaración Institucional  
 
Comisión Mixta para la Unión Europea 
 
Europa asiste a una grave crisis humanitaria motivada por el desplazamiento de miles de 
personas que huyen del terror y la guerra en sus países de origen y buscan un espacio de 
protección, seguridad, libertad y respeto a los derechos humanos. 
Esta crisis demanda de nuestra acción conjunta, sensible, solidaria y responsable. La 
política de asilo y migración debe ser una política común en el marco de la Unión Europea, 
que cuente con el compromiso de todos los Estados Miembros, la colaboración con los 
países de tránsito y origen, y la coordinación con terceros Estados.  
España debe continuar demostrando su disposición a contribuir en la acción conjunta de la 
Unión Europea frente a esta crisis, tanto en los compromisos de reubicación y 
reasentamiento, como en los esfuerzos de la Unión para definir unos procedimientos 
acordes con la situación y el incremento de fondos destinados a este fin. Todo ello en el 
marco de nuestro compromiso con la defensa de la paz y los derechos humanos y con el 
cumplimiento de la legalidad como base para efectividad de todos los derechos.  
Esta postura encontró el respaldo unánime del Congreso de los Diputados, en la anterior 
Legislatura, cuando se pactó, en septiembre de 2015, una posición común de todas las 
fuerzas políticas con representación parlamentaria, en torno a crisis de los refugiados. Y es 
la postura que se viene manteniendo desde entonces. 
El pasado día 7 de marzo de 2016, los Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Europea 
aprobaron una Declaración en la que  acordaron trabajar en la negociación con el gobierno 
turco, sobre la base de una serie de principios. 
Estos principios incluían cuestiones relativas al retorno, reasentamiento, la aceleración de la 
hoja de ruta para eliminar la exigencia de visado de corta duración a los ciudadanos turcos 
en el espacio Schengen, la preparación de la apertura de las negociaciones de varios 
capítulos del acuerdo de adhesión de Turquía a la Unión Europea y la agilización del 
desembolso de los 3.000 millones de euros previamente comprometidos así como la 
voluntad de facilitar financiación adicional para la gestión de las crisis de los refugiados en 
suelo Turco. 
En dicha Declaración, los Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Europea confirieron 
un mandato al presidente del Consejo Europeo para que concretara los detalles con la parte 
Turca con vistas a los trabajos del Consejo Europeo del mes de marzo y se añadía que estos 
trabajos respetarían el derecho Europeo e internacional.    
Por todo ello,  
1. Manifestamos nuestra oposición a la adopción de cualquier acuerdo con Turquía 
que establezca expresa o indirectamente la posibilidad de proceder a expulsiones colectivas 
a territorio turco, o a cualquier Estado no miembro de la Unión Europea. 
 
2. Consideramos imprescindible que la declaración o acuerdo garantice de manera 
expresa que cualquier expulsión a Turquía solo será posible cuando la misma sea adoptada 
tras la conclusión definitiva del correspondiente expediente de asilo individualizado con 
todas las garantías. 
 
3. Solicitamos que los acuerdos sobre el control del flujo de refugiados hacia Grecia 
que se alcancen con Turquía contengan garantías del cumplimiento de la legalidad 



internacional y del respeto a los Derechos Humanos, incluidos los requisitos de la 
legislación europea de asilo. Dicha legislación exige, entre otros, que exista la certeza de 
que se respete el principio de no devolución, que las personas puedan solicitar el estatuto de 
refugiado, y en caso de ser refugiado, recibir protección con arreglo a la Convención de 
Ginebra o con garantías equivalentes mediante derecho interno, lo que incluye también el 
acceso a los derechos económicos y sociales garantizados por la Convención. 
 
4. Exigimos reforzar los mecanismos de control  sobre el efectivo destino de la ayuda 
económica en favor de los refugiados.  
 
5. Continuar con la puesta en marcha, en colaboración con el resto de estados 
miembro, de las acciones necesarias para la efectiva reubicación de las personas solicitantes 
de asilo o refugio, en atención a los compromisos adquiridos por España en 2015 en el seno 
de la Unión Europea. Dicha reubicación deberá llevarse a cabo de manera solidaria entre 
todos los Estados miembros independientemente de la nacionalidad de los refugiados. 
 
6. Estudiar una revisión de la cantidad de refugiados a acoger por la UE en función de 
la evolución de la crisis en los últimos meses, en línea con lo solicitado por diversas 
organizaciones no gubernamentales e internacionales. 
 
7. Promover el establecimiento de vías adicionales seguras de llegada y 
reasentamiento de los refugiados, tales como visados humanitarios, reagrupamiento 
familiar, becas, etc..  
 
8. Impulsar que la UE ayude a los países europeos de recepción y de tránsito. Asegure 
vías seguras y legales, aumente operaciones de rescate y salvamento en el mar. La situación 
de las personas migrantes varadas en la frontera entre Grecia y ARYM requiere actuaciones 
urgentes. 
 
9. Promoveremos en el seno de la Unión Europea el establecimiento de manera 
urgente y efectiva de medidas de protección para individuos en riesgo, especialmente los 
menores sin familiares que se encarguen de ellos, o mujeres víctimas de violencia sexual o 
de género. 
 
 
10.  Promover en el próximo Consejo Europeo y en el conjunto institucional de la 
Unión Europea la comunitarización de la política de asilo, convirtiéndose así en una 
política europea común, y desarrollar el Sistema Europeo de Asilo. 
 
11. Consideramos que el Gobierno de España debe acudir con una posición 
consensuada a la Reunión de alto nivel sobre la responsabilidad mundial compartida a 
través de vías para la admisión de refugiados sirios, que tendrá lugar el 30 de Marzo y en la 
que deben ser concretados los compromisos de cada país. 
 
 


